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    A mi hijo, Manuel Alejandro. Me diste un ejemplo de lucha,


    amor y fortaleza que jamás olvidaré. Descansa en paz, bebé.


    A mi esposa, Lizbeth, por tu amor incondicional.


    A mis padres, Manuel y Teresa, y a mi hermana Mónica, por


    apoyar y sufrir todas mis locuras.


    A mi familia mexicana, por todo su cariño y apoyo


    en los momentos más difíciles. Y a Denise Luna


    y a Carmen Lomelí, por la amistad, y porque con ustedes


    empezó este fascinante camino.


    M. U.




    Este libro no lo debo sólo a mí. Su escritura comenzó hace años y


    en ella participaron las personas que constituyen mi historia.


    A quien estuvo conmigo al comienzo y hoy ya no está;


    a quien estuvo a la mitad y aquí sigue; a quien llegó


    al final y hoy me acompaña.


    Gracias por el amor.


    -33-


    Z. R.




    A mi esposa, Natalia, por caminar cada día junto a mí.


    A mi amigo, “Ágato”, por rescatarme del momento más oscuro.


    A mi madre, Martha, por tanto y por todo.


    A. A.


  




  

    Prólogo




    La perpetua sorpresa que es México




    GABRIELA WARKENTIN




    Y no lo digo como halago.




    En este país sucede mucho de lo peor de lo que es capaz el ser humano, pero, además, casi siempre sucede en la absoluta impunidad. Y en la oscuridad. Porque nadie, o casi nadie, investiga, porque no hay consecuencias, porque no hay justicia.




    No diría que México es el único lugar en el mundo en donde los crímenes se aceleran, la violencia se incrementa, la imaginación delictiva florece y la empatía termina siendo residuo de los pocos que aún aspiran a cierta humanidad. Pero en este país los niveles de impunidad son tales y la injusticia es tan galopante que las acciones casi nunca convocan reacciones en lo legal. En México se roba, se viola, se asesina… porque se puede.




    Siempre.




    Y, aun así, no deja de sorprender.




    Entonces… llegan ellos y ellas. De vez en vez aparecen algunos románticos de la verdad que deciden no dejar pasar el hilo que podría ser de una madeja fascinante. Algunos románticos de la verdad que no se quedan callados y comienzan a indagar, conseguir archivos, abrir documentos, interrogar autoridades, rascarles el ánimo a los vertedores de respuestas oficiales. Algunos románticos de la verdad que no duermen o que duermen con las historias a cuestas, que acaparan sobremesas con sus conversaciones, que se obsesionan con tratar de entender. Aparecen, pues, los y las periodistas.




    Manu Ureste, Zedryk Raziel y Arturo Ángel son de esos románticos de la verdad. De los que creen que se puede ir a fondo para develar los caminos de la impunidad. Y por eso ellos no dejan de sorprenderme, y lo que nos cuentan una y otra vez sobre México, tampoco.




    Durante mucho tiempo, la corrupción y la criminalidad en nuestro país las habíamos absorbido como narrativas lineales y causales, simples. El presidente municipal corrupto parecía ser aquel que lo que se robaba lo guardaba en el cajón del buró para ir satisfaciendo necesidades mundanas e inmediatas. Nuestro ingenuo o adormecido imaginario imponía realidades inmediatas para problemas que parecían ser sólo de unos. Poco a poco fuimos entendiendo que la corrupción se teje en redes y que la criminalidad se alimenta de complicidades cada vez más complejas. Y por eso, los que delinquían podían hacerlo sin consecuencias, porque casi nadie los volteaba a ver. La penumbra del que ignora por acción u omisión es la cancha en la que juegan los que de ahí se crecen.




    Luego, y eso es de celebrarse, aparecen siempre algunos o algunas que se niegan a seguir en la penumbra. Y al investigar, muestran. Y al mostrar, narran. Y al narrar, develan. Tal es el caso del libro que tenemos ahora en nuestras manos.




    El caso Viuda Negra es mucho más que sólo el recuento de asesinatos, relaciones (des)amorosas, complicidades, corruptelas, injusticias e impunidades. Que si sólo fuera eso, ya sería una enorme aportación al mapeo del México rojo. Pero El caso Viuda Negra es, sobre todo, una radiografía que, desde lo local, exhibe la podredumbre de un sistema que se protege y reproduce, que hace todo para no morir. Incluido matar.




    Matanza: ¿quién es culpable?, ¿quiénes son culpables?, ¿quién investiga?, ¿quién no investiga?, ¿quiénes son las víctimas?, ¿por qué ellas?, ¿por qué la saña?




    Móvil: ¿puro desamor?, ¿amor paralelo?, ¿amor a algo más que sólo amor?, ¿y el dinero y las propiedades, y las propiedades, y las propiedades?




    Justicia: ¿quién la dicta?, ¿cómo?, ¿quién la paga?, ¿quién nunca la paga?, ¿quién se queda en el limbo de la no sentencia?, ¿quién duerme tranquilo de noche?, ¿quién ya no duerme?




    Contexto: ¿y las propiedades?, ¿y los dineros?, ¿y los poderosos?, ¿y los beneficiados?, ¿y los que guardan silencio?, ¿y los que tienen el privilegio de esconderse?




    Personajes: ¿qué papel juegan en todo esto funcionarios connotados de gobiernos pasados y presentes?, ¿quién lava caras y quién reescribe narrativas?, ¿quiénes se saben en la plenitud del pinche poder?




    Territorio: ¿los estados bisagra en un país sin control?, ¿o un país sin control que se asienta en los estados bisagra?




    Ya se meterán los lectores de este texto a la inmundicia que puede ser el México cotidiano. Estas preguntas, y tantas más, ya las irán recorriendo en sus respuestas. Ya leerán cómo, a partir de la matanza, se van desenrollando complicidades de autoridades locales y federales, de implicados en procesos de enriquecimiento sospechoso, de vínculos políticos y sociales de élites que se imaginan intocables, de procesos que sólo enjuician a los que no pueden salvarse. Ya proyectarán que la corrupción y la criminalidad no son narrativas lineales ni casuales y que la matriz de las mismas habla de lo imbricado de un sistema que ha tenido tiempo para cultivarse, abrazarse y multiplicarse.




    El México impune y el México sangriento.




    El microcosmos de la Viuda Negra que expresa la macrorrealidad de un país en perpetua guerra consigo mismo.




    Hablemos ahora de periodismo. Porque lo que tienen en sus manos es un libro de periodistas y de periodismo. De extraordinarios periodistas y de periodismo necesario.




    Vivimos tiempos aciagos para el periodismo en México y en buena parte del mundo. La retórica oficial del poder es de desacreditación y ataques constantes a quienes ejercen la profesión de la información y la investigación. Desde el poder, al periodismo crítico se le considera adversario y hasta enemigo de las causas populares.




    Y, sin embargo, se mueve.




    A pesar de que México es uno de los países más peligrosos para ejercer el periodismo —en este país se mata periodistas porque se puede—, hemos vivido años recientes en los que se ha ejercido el mejor periodismo en décadas. Investigaciones especiales, reportajes, entrevistas… las transformaciones del país lo son en mucho gracias a lo que los y las periodistas han ido revelando, siempre a contracorriente, muchas veces con escasos recursos, frecuentemente poniendo en peligro su propia seguridad. Han sido las y los periodistas quienes muchas veces han revelado las intrincadas redes de corrupción, nos han obligado a salir de la mirada ingenua sobre la realidad nacional, nos han tocado la fibra moral para implicarnos en el país que dejamos que fuera y en el que queremos que sea.




    Arturo, Manu y Zedryk son de esos periodistas.




    Cuando uno lee y conoce de su trabajo, pareciera que estamos hablando de veteranos de largo andar. Pero no, son jóvenes. Entregados y apasionados, que viven el periodismo porque el periodismo es su vida. Autores de investigaciones de data profusa que han trastocado gobiernos, puesto en jaque las verdades oficiales y reencauzado miradas que parecían demasiado encandiladas con las falsas cuentas de narrativas dominantes.




    Lo que hacen en este libro es lo que saben hacer: tomar un hecho, cuestionarlo, escudriñarlo, indagarlo. Es decir, partir de una matanza que podría quedar como un excedido episodio de sangre, para develar un mosaico de intereses que termina por tocar, incluso, a autoridades de gobiernos pasados y en turno. Lo que hacen en este libro es periodismo: acucioso y concentrado.




    La perpetua sorpresa que para mí es México también incluye la perpetua sorpresa que me son siempre estos profesionales del periodismo. Me impresiona que no se den por vencidos. Que una y otra vez sigan interrogando la realidad aun a sabiendas de que el siguiente reportaje y el próximo libro serán una expresión más de la podredumbre que es la corrupción en este país. Porque esto no acaba. Muy al contrario: pareciera que entre más se exhibe la corrupción, ésta más se empeña en perfeccionar sus entramados. Yo creo que, a estas alturas de los tiempos, ya pocos siguen en la ingenuidad del alcalde que se roba el dinero y lo mete en el cajón del buró para sus dispendios personales. Pero saber que la corrupción es una red de infinitos nodos no nos ha hecho mejores ciudadanos. Si acaso, más avezados. Espero que no más cínicos.




    Con el libro de Zedryk, Manu y Arturo celebro la vigencia de un periodismo profesional y honesto. Del periodismo que necesitamos cada vez más no sólo en México, sino en un mundo que, reacio a ser narrado, encuentra cada vez formas más esdrújulas de esconderse a la mirada analítica y crítica.




    Estoy segura de que quienes lean El caso Viuda Negra tendrán, primero, un recorrido palpitante entre crímenes, policías y cochupos. Pero muy pronto verán también —espero que con horror y sorpresa— de lo que en este país son capaces los que se saben impunes. Y al final, ojalá, se sumarán a quienes exigimos un país menos corrupto, y celebrarán el poderoso periodismo que aquí se despliega.




    Yo sí quiero que México me siga siendo una perpetua sorpresa. Sólo que deseo que sea por las buenas razones.




Que lo diga como halago.


  




  

    Nota de los autores




    Una obra periodística




    La obra que tiene el lector en sus manos reúne buena parte de los ingredientes clásicos de una novela negra. Tiene un brutal homicidio. Asesinos despiadados. Una supuesta femme fatale que, a medida que avanza la trama de pasión, odio y ambición desmedida, quizá no lo sea tanto. Tiene detectives, víctimas, dos personas detenidas y un caso sin resolver. Y tiene periodistas indagando en los sótanos del poder para sacar a flote la podredumbre de la corrupción política.




    Sin embargo, más allá de que el estilo narrativo pueda asemejarse al de un thriller policiaco, nada de lo aquí expuesto es ficción.




    El caso Viuda Negra es, sobre todo, el resultado de un exhaustivo trabajo de periodismo de investigación, de reporteo de a pie y también de muchas horas de escritorio. Un trabajo que permitió a los autores revelar que, detrás del asesinato —en mayo de 2020— de Isaac Gamboa Lozano, un excolaborador de Luis Videgaray en la Secretaría de Hacienda federal, se esconde una trama política mucho más compleja que conecta la Operación Safiro, uno de los casos de corrupción más relevantes en el sexenio de Peña Nieto, con una enorme red de empresas fantasma con la que se lavaron alrededor de 5 mil 800 millones de pesos; dinero que, en parte, fue a parar a los bolsillos del propio Gamboa y de su esposa, Bethzabee Brito, quien, según la Fiscalía de Morelos, presuntamente ideó el asesinato junto a su amante, un escolta del exfuncionario.




    Por ello, es importante subrayar que cada diálogo que encontrará el lector, cada frase, cada revelación, está sustentado a partir de la revisión de miles de fojas de testimonios de los sobrevivientes del multihomicidio, de informes forenses y de los peritajes integrados a la carpeta de investigación del caso, a la que los autores tuvieron acceso.




    También es el resultado de visitar in situ las sedes de las empresas fantasma que desfilan por este libro, de conseguir información mediante solicitudes de transparencia pública y el uso de herramientas digitales como Compranet, el portal de las contrataciones del Gobierno Federal, o los listados del Servicio de Administración Tributaria (SAT) de sociedades fachada, y de acudir a los registros públicos de la propiedad para obtener documentos que permitieron reconstruir el emporio inmobiliario que poseía Isaac Gamboa y su familia asesinada, producto, presuntamente, de actividades ilícitas relacionadas con el manejo del presupuesto público desde la SHCP.




    Y es también el resultado de incontables horas de entrevistas que los autores tuvieron con todo tipo de fuentes que ofrecieron su testimonio para aportar luz a este oscuro caso, aun cuando ello pudiera poner en peligro su seguridad y hasta su vida, a la luz de lo que les pasó, trágicamente, a los Gamboa. Motivo por el que, en los casos que así lo solicitaron, se reservaron sus identidades.




    Entre esas fuentes, los autores de este libro buscaron a la viuda de Isaac Gamboa, Bethzabee Brito Álvarez, presa en un penal federal, para conocer su versión de los hechos de que se le acusa. Sin embargo, por cuestiones que se expondrán más adelante, no se pudo concretar esa plática.




    ¿Quién mandó matar a Isaac Gamboa y su familia?




    ¿A quién le convenía tanto su silencio?




    Éstas son las dos grandes preguntas que encierra El caso Viuda Negra.
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    La matanza




    —¡Al piso! ¡Tírense todos al piso! —ordenó uno de los agresores tan pronto accedieron a la casa.




    Con los rostros ocultos tras unos cubrebocas, los cuatro hombres llegaron al fraccionamiento a plena luz del día.




    No forzaron cerraduras ni amenazaron a nadie.




    Sólo entraron. Sacaron las pistolas. Y empezaron a matar.




    El primero en caer fue Isaac Gamboa Lozano, un importante funcionario de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de Luis Videgaray, que estuvo implicado en la Operación Safiro, uno de los casos de corrupción más importantes del sexenio de Enrique Peña Nieto.




    Los asesinos le dieron un disparo limpio en la sien en el área del estacionamiento de una casona de lujo en Temixco, Morelos. Ahí había ido a refugiarse de la incipiente pandemia con su madre y hermanos, y con su esposa Bethzabee Brito, con quien tenía dos hijos que estaban en la casa al momento del asesinato.




    El cadáver de Gamboa, que vestía bermudas veraniegas y sandalias, quedó tirado bocarriba en un charco de sangre, a unos metros de la alberca. Tenía los ojos entreabiertos apuntando al cielo soleado del jueves 21 de mayo de 2020.




    —¡Al piso! —volvieron a bramar los agresores.




    En la casa, donde en total había 22 personas entre empleados de servicio, familiares y niños, todos obedecieron.




    Algunos abrazaron a sus hijos para tratar de protegerlos.




    Otros lograron escabullirse arrastrándose detrás de mesas, sillones y camastros.




    ¡Pam! ¡Pam! Sonaron más disparos.




    Luego, el griterío.




    Los llantos.




    El ruido de las cosas cayéndose.




    —¡¿Qué es lo que quieren?! —gritó desesperado un integrante de la familia, que al instante recibió un cachazo seco en la nuca como respuesta.




    Eliminado Isaac, los homicidas caminaban con precisión robótica entre los rehenes agazapados en el suelo.




    —Es éste —dijo el que llevaba estampada una calavera en el cubrebocas y empuñó una llamativa pistola plateada.




    —Éste también —añadió otro agresor.




    Se referían a Edgar David y Ricardo Gamboa, hermanos de Isaac, de 37 y 43 años respectivamente, que estaban echados bocabajo. A los dos los liquidaron de varios disparos en la cabeza.




    A continuación, los homicidas se abrieron paso y localizaron a la hermana mayor, Miriam, de 44 años, y a la madre de la familia, Patricia Lozano, de 60, a las que también eliminaron sin contemplaciones. Sus cuerpos sin vida yacían abrazados.




    Tras la última ejecución, el silencio se apoderó de la casa de los Gamboa.




    Eran alrededor de las 15:30 horas.




    La matanza había sido consumada.




    —¡Rápido, pidan una ambulancia! —suplicó uno de los familiares a la primera pareja de policías que arribó a la escena del crimen.




    —Es inútil. Están muertos —le respondieron.




    —¡Se los chingaron, se los chingaron! —gritó el familiar hincado de rodillas.




    Tras el ataque, los agresores no tomaron alhajas, teléfonos, ni laptops; no se llevaron ninguna de las camionetas de lujo estacionadas junto al portón de la casa. Nada. Ni siquiera tomaron ninguno de los bolsos de marca que después se supo tenían casi 200 mil pesos en efectivo en su interior.




    Los cuatro hombres sólo fueron a asesinar a los Gamboa y se marcharon en silencio.




    Minutos más tarde, los peritos de la Fiscalía de Morelos llegaron al inmueble completamente vestidos de blanco, acompañados por agentes de la Policía de Investigación Criminal y los primeros patrulleros municipales. Sobre el suelo encontraron un reguero de casquillos, cadáveres y muchas preguntas.




    ¿Quiénes eran esos cuatro agresores despiadados?




    ¿Quién quería matar a Isaac Gamboa?




    ¿Quién lo odiaba tanto como para masacrar así a su familia?




    Por la precisión con la que localizaron a sus víctimas, y por la facilidad con la que entraron a la vivienda a ejecutarlos, los investigadores llegaron a una conjetura: los asesinos estaban muy familiarizados con los Gamboa y al interior de la casa debían tener forzosamente a un cómplice que les ayudó a entrar.




    Todo apuntaba a que el sospechoso —o la sospechosa— estaba entre los sobrevivientes.
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    El hombre que sabía demasiado




    LA HERENCIA MALDITA DE GAMBOA




    El 25 de mayo de 2020, la secretaria de Finanzas de Hidalgo, Delia Jessica Blancas, recibió en su despacho a un hombre llamado Miguel Hernández Hernández, quien aseguraba ser “brazo derecho” del nuevo titular de la Unidad de Política y Control Presupuestario (UPCP) de la Secretaría de Hacienda en el gobierno obradorista, Víctor Manuel Mojica Vilchis.




    Apenas cuatro días antes de esa reunión había sido asesinado el que había sido jefe de esa unidad de la SHCP en el sexenio anterior, Isaac Gamboa Lozano, junto con su familia en Temixco, Morelos.




    Miguel Hernández acudió a la oficina de la funcionaria hidalguense a cobrar un moche por la “gestión” de recursos federales desde la UPCP.




    Al tanto de la noticia del brutal homicidio de Gamboa, la secretaria Blancas recibió a Hernández más por temor que por interés, según confiaría la funcionaria días después de esa visita a representantes de la Procuraduría Fiscal de la Federación (PFF), que inició una indagatoria por extorsión.




    La “gestión” de fondos por parte de ese personaje comenzó en 2019, cuando —de acuerdo con la declaración de Blancas a la PFF, a la que se tuvo acceso para este libro— el exdiputado federal y exalcalde de Tulancingo, Jorge Márquez Alvarado, contactó al gobernador de Hidalgo Omar Fayad para ofrecerle bajar 600 millones de pesos del Fondo para el Fortalecimiento Financiero (Fortafin).




    Márquez Alvarado, un priista que hizo carrera política desde la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo (UAEH) de la mano de Gerardo Sosa Castelán, aseguró que para esa “gestión” contaba con el apoyo de Mario Delgado, que entonces era coordinador de la bancada de Morena en San Lázaro y luego sería dirigente nacional de su partido. Márquez también presumió su cercanía con el exdiputado morelense Matías Nazario Morales, también priista, con quien había coincidido en la LXIII Legislatura (2015-2018).




    Nazario Morales y Miguel Hernández Hernández serían los encargados de presionar a la secretaria de Finanzas de Hidalgo. En una reunión en Pachuca a la que llegaron en helicóptero, ellos establecieron que se les tendría que entregar una comisión del 10% del monto total acordado, según las declaraciones de la secretaria Blancas. Es decir, querían 60 millones de pesos a cambio de la “gestión”.




    Sin embargo, los recursos que prometieron del Fortafin no llegaron, pues al fondo ya no se le asignó un monto en el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) 2020. En cambio, desde Hacienda se asignaron al estado de Hidalgo 205 millones de pesos del Fondo Regional y el Fondo Metropolitano, con el inconveniente de que no eran recursos de “libre disposición”, es decir, no podían ejercerse de manera discrecional, a diferencia del Fortafin, lo que dificultaría el pago de la “comisión” para los gestores.




    Una vez que fueron transferidos los recursos a Hidalgo, Nazario Morales y Hernández Hernández redoblaron sus presiones a la secretaria de Finanzas a través de llamadas y mensajes de WhatsApp para que les pagara el moche. En marzo de 2020 la contactaron para cuestionarle por qué se estaba “atrasando con los pagos”.




    “Sólo espero que no nos quede mal”, le mandó decir Miguel Hernández a través de Nazario Morales.




    La secretaria Blancas había estado evadiendo a los gestores hasta que sucedió el asesinato de Isaac Gamboa. La funcionaria temió que el homicidio estuviera relacionado con el cobro de moches desde Hacienda y prefirió no irritar a los personeros que la presionaban.




    Entonces recibió el 25 de mayo de 2020 a Hernández Hernández. Allí, el gestor reconoció que no pudieron cumplir su ofrecimiento de bajar a Hidalgo 600 millones de pesos, pero estaba dispuesto a cobrar el diezmo por los recursos de los otros dos fondos que sí se habían concretado.




    —Perdóname, pero nosotros somos gente de palabra, y ustedes llegaron con el gobernador a ofrecerle una cosa —le dijo Blancas, según la información en poder de la PFF—. Nosotros vamos a pagar lo que tengamos que pagar, pero ¿dónde está la palabra? Aquí quienes están quedando mal no somos nosotros, son ustedes. Tú dime cómo le hacemos.




    El supuesto gestor de la SHCP aventuró una excusa.




    —Desconozco qué pasó. La parte que a mí me corresponde, en Hacienda, se hizo —afirmó—. Ya no sé qué haya pasado entre Nazario y Mario Delgado, yo sabía que había esas negociaciones. Teníamos unos recursos destinados para Morelos y Colima precisamente por esa misma línea, incluso Colima por interés de Mario, pero al final ya no encontramos el mecanismo para poderlos aterrizar.




    —Quiero que quede claro que no fue el acuerdo; sin embargo, sí te lo voy a pagar —dijo Blancas, y advirtió—: pero no quiero tener, en ningún futuro, ya tratos con ustedes, porque yo no me quiero meter en camisa de 11 varas, la verdad. Entonces, te lo vamos a pagar, pero ya no queremos ningún trato. Ni ustedes me conocen ni yo los conozco, y aquí se cerró. No sabemos ni con quién estamos tratando, entonces más vale nuestra seguridad que cualquier otro proyecto. ¿Cuánto te debemos?




    —Se mandaron 205 millones y se cobra el 10% —resumió Hernández.




    —20 millones de pesos. Okay —aceptó la funcionaria de Hidalgo.




    Ese día se acordó que el moche se liquidaría casi un mes después, el 30 de junio de 2020, con fondos de origen estatal, que el operador acudiría a recoger a Pachuca de manera personal a las 18:00 horas. Lo acompañarían sus colaboradores Nazario Hernández y Jorge Márquez.




    Así se cerró el trato. Pero, antes de que el gestor se marchara de su oficina, Blancas externó sus dudas sobre si realmente se llamaba Miguel Hernández Hernández y si trabajaba para la Secretaría de Hacienda, o si se trataba de extorsión pura. Después de todo, razonaba la funcionaria, ¿cómo saber si los recursos transferidos a Hidalgo del Fondo Metropolitano y del Regional habían bajado gracias a los gestores, o si eran fondos que naturalmente le correspondían al estado?




    Blancas no sabía qué creer, pues tanto Nazario Morales como Hernández Hernández solían enviarle información interna de la SHCP referente al reparto de los fondos federales que no podrían tener de no ser porque estaban vinculados a gente importante dentro de la institución. Además, el cobro de moches por bajar recursos del Ramo 23 por parte de funcionarios de Hacienda era una práctica a la que Blancas ya había estado sometida durante el peñismo. Los gestores, pues, sólo cambiaban de bando.




    Tras su reunión con Miguel Hernández, y antes de consumar el pago, la funcionaria acudió a la Procuraduría Fiscal de la Federación el 29 de mayo de 2020 para relatar los hechos y pedir ayuda.




    Allí, Blancas dijo que un alto funcionario del gobierno de Fayad le había recomendado cumplir el acuerdo de pagar el moche “para no complicar futuros recursos federales”.




    El personal de la PFF le preguntó si deseaba interponer una denuncia ante la FGR, pero la secretaria de Finanzas de Hidalgo dijo que, por su propia seguridad, no lo haría. Además, dijo que “el problema estaba dentro de la misma SHCP, ya que el pago de estos porcentajes se había usado siempre, en anteriores administraciones y también en la actual, de un 10 a un 25% de comisión”, de acuerdo con el expediente de la Procuraduría Fiscal.




    Blancas dejó audios, fotos y mensajes de WhatsApp a la PFF, que decidió iniciar una investigación por su propia cuenta por instrucciones del entonces titular de la Secretaría de Hacienda, Arturo Herrera, quien supo del caso.




    Tanto la secretaria de Finanzas como el titular del Centro de Información y Seguridad Estatal de Hidalgo, Eduardo Cerón, aseguraron para este libro que, al final, el gobierno de Fayad decidió no realizar el pago de 20 millones de pesos a los gestores. Pero altos funcionarios de la PFF señalaron, por el contrario, que el pago del moche desde Hidalgo sí se concretó.




    Por su parte, Mario Delgado, ahora dirigente nacional de Morena, se deslindó de los personajes que mencionaron su nombre para presionar al gobierno de Hidalgo. “Chequen los números del Ramo 23 cuando estuve ahí [como diputado en San Lázaro]; no cuadra lo que dicen [los gestores]”, declaró sucintamente a través de su vocera, sin aportar pruebas que sustentaran su afirmación. Al morenista se le preguntó expresamente si conocía a Jorge Márquez Alvarado, Matías Nazario Morales y Miguel Hernández Hernández, pero no respondió a este cuestionamiento.




    Para el personal de la Procuraduría Fiscal existían dos hipótesis a investigar: o se trataba de un caso de extorsión de particulares a entidades federativas con la ayuda de funcionarios de la SHCP que proporcionaban información de primera mano, o bien, de cohecho de servidores públicos locales y federales para la obtención de recursos públicos.




    La PFF pidió ayuda a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) para indagar los vínculos de Miguel Hernández Hernández, Matías Nazario Morales y Jorge Márquez Alvarado. También solicitó la colaboración del Centro Nacional de Inteligencia (CNI, antes Cisen) de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana (SSPC), y el Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el Combate a la Delincuencia (Cenapi) de la Fiscalía General de la República (FGR), para reunir más medios de prueba.




    A su vez, la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas de la SHCP aportó información de más casos de cobro de moches en otros estados, además de Hidalgo. Con esos datos, el 16 de julio de 2020, la PFF presentó una denuncia ante la FGR por los delitos de extorsión o cohecho de funcionarios públicos.




    De manera interna, la PFF hizo una pesquisa sobre el patrimonio y la situación fiscal del titular de la UPCP de Hacienda, Víctor Manuel Mojica Vilchis, para quien, supuestamente, trabajaba Miguel Hernández Hernández como emisario. La autoridad no halló indicios de que el funcionario estuviera involucrado con los actos de corrupción. Se trataba, al parecer, de un anzuelo de los gestores, lo mismo que el nombre de Mario Delgado.




    Sin embargo, ello no significaba que los extorsionadores no tuvieran ayuda de alguien más dentro de la SHCP. La PFF solicitó a la Dirección General de Recursos Humanos el nombre de los actuales funcionarios que laboraron en la UPCP durante la gestión de Isaac Gamboa.




    Del listado de nombres destacó el de Juan Nicolás Embriz López, quien fue secretario particular de Gamboa y se mantuvo en la UPCP en la administración obradorista, primero, como director general adjunto y, después, como coordinador de la oficina de Mojica Vilchis. Embriz López dio el salto a la UPCP desde la Secretaría de Finanzas del Estado de México en 2016.




    Otro nombre que llamó la atención en la PFF fue el de María Luisa Decuir Viruez, que también laboró en la Secretaría de Finanzas del Edomex e ingresó en 2014 a la UPCP como directora general, cargo que conservó en la nueva administración. Decuir Viruez también es identificada como “secretaria particular” de facto de Gamboa por titulares de Hacienda estatales.




    En la lista de excolaboradores de Isaac Gamboa figuran cuando menos otros nueve personajes que siguen laborando en la UPCP o brincaron a otra institución pública federal en el cambio de administración.




    Si bien su aparición en el listado de nombres no constituye una prueba contundente, para la PFF se fortaleció la sospecha de que el enemigo estaba en casa, en el propio gobierno federal: funcionarios que habían aprendido el negocio ilícito del cobro de moches a cambio de gestionar recursos públicos federales; personas que continuaron esa práctica aun con el cambio a un gobierno que había decretado la honestidad en el servicio público; herederos de un sistema de corrupción que se nutrió en el peñismo, y uno de cuyos padres, Isaac Gamboa, acababa de ser asesinado a sangre fría.




    EL CASO VIUDA NEGRA




    Fue así como se originó la historia que condujo a este libro. Mientras integraba su expediente, la Procuraduría Fiscal, que entonces encabezaba Carlos Romero Aranda, supo que debía seguir la pista al asesinato de Gamboa. Habían pasado pocos días entre el homicidio, la visita de los gestores —o extorsionadores— a Hidalgo y la denuncia de la secretaria Delia Jessica Blancas.




    ¿Había un hilo conductor?




    Siendo aún titular de la UIF, Santiago Nieto envió a la PFF un expediente denominado “Caso Viuda Negra”, que contenía un análisis del entorno financiero de Isaac Gamboa y su círculo familiar.




    Las primeras investigaciones no identificaron movimientos extraños en las finanzas del extitular de la UPCP ni de sus parientes consanguíneos. Era un modesto funcionario. Pero sí se hallaron transferencias millonarias en las cuentas de la esposa —ahora viuda— de Gamboa: Bethzabee Brito Álvarez.




    El expediente inicial de la UIF señalaba que ella efectuó movimientos de dinero y de bienes inmuebles con tres empresas fachada —que no cuentan con activos ni infraestructura— por un monto de 64 millones de pesos entre 2017 y 2019, es decir, durante el tiempo en que su esposo fue funcionario público y hasta un año después de su retiro.




    Las tres razones sociales con las que Brito Álvarez realizó transacciones millonarias —TV&B Global Consulting, Unfigrad y Kimberly Liu— fueron constituidas en 2016 en la misma notaría del Estado de México, la número 64, con sede en Naucalpan.




    Una revisión de estas tres compañías en el Registro Público de la Propiedad y de Comercio documentó que forman parte de una red mucho más grande: se trata de 29 razones sociales vinculadas por socios, representantes legales, direcciones y teléfonos, algunas de las cuales ya fueron incluidas en la lista negra del SAT de empresas fantasma.1 Durante la investigación periodística para este libro, tanto la UIF como la Procuraduría Fiscal detectaron que las 29 empresas fraudulentas presuntamente lavaron alrededor de 5 mil 800 millones de pesos e hicieron transferencias a cuentas bancarias en Corea del Sur, Hong Kong, China, Estados Unidos y España entre 2014 y 2020. Es decir, realizaron múltiples operaciones de lavado durante la segunda mitad del sexenio de Peña Nieto y también durante lo que va de la actual administración de López Obrador. Esto se verá a mayor detalle en el capítulo 8.




    Bethzabee Brito, que era licenciada en Derecho y algún tiempo trabajó como maestra de una universidad privada, no tenía el perfil económico que justificara las transacciones millonarias de dinero en sus cuentas.




    La Procuraduría Fiscal planteó una ruta de investigación, contenida en el expediente al que se tuvo acceso: “[Se debe] verificar si el dinero pagado a la Sra. Brito proviene de pagos realizados a su exesposo por concepto de gestiones por entrega de recursos federales a las entidades federativas, práctica que ha sido denunciada en la actual administración [ante la FGR] y que ya se encuentra en investigación”.




    Bajo ese supuesto, Bethzabee no sería sino la prestanombres de su cónyuge, Isaac Gamboa Lozano, un discreto economista de 39 años que, de la mano de Luis Videgaray, se convirtió en uno de los hombres más poderosos e importantes durante el sexenio pasado, no sólo porque tenía la facultad exclusiva de autorizar, desde la UPCP, sumas millonarias de un fondo discrecional para los gobiernos estatales, sino también porque habría sido cómplice de grandes desvíos de recursos que presuntamente involucraron a altos funcionarios y políticos prominentes del gobierno peñista y del priismo nacional, de acuerdo con diversas autoridades federales y estatales, así como documentos y expedientes de investigación consultados por los autores para este libro.




    Una de las investigaciones que apuntaban a la participación de Gamboa en los presuntos desvíos del peñismo fue iniciada en la Fiscalía de Chihuahua por la llamada Operación Safiro, un mecanismo mediante el que se habrían triangulado al PRI nacional 246 millones de pesos que fueron entregados originalmente por la Secretaría de Hacienda de Luis Videgaray al gobierno de César Duarte.




    Esos 246 millones salieron de Hacienda gracias a un convenio del Fortafin firmado, de su puño y letra, por Gamboa. El entonces titular de la UPCP participó personalmente, junto con emisarios del CEN del PRI y funcionarios del gobierno de Chihuahua, en reuniones en las oficinas de la SHCP donde se “planchó” el desvío de los recursos para la Operación Safiro, confirman testimonios recopilados para este libro.




    Es un hecho que Isaac Gamboa era un hombre que sabía demasiado, y que su silencio resultó muy conveniente al interior del peñismo.




    Al término del sexenio priista, Gamboa salió de la administración pública por la puerta grande y siendo millonario.




    Pero no alcanzó a disfrutar las mieles de la riqueza.




    EL ASCENSO DE UN HOMBRE ORDINARIO




    Quizá el homicidio de Gamboa habría pasado desapercibido, en un país donde la violencia y el dolor son el agua de todos los días y todas las geografías. Pero la víctima, esta vez, no era una persona, dígase, “común y corriente”.




    Gamboa venía de una familia modesta, clasemediera, pero a sus 32 años se convirtió en uno de los funcionarios más poderosos del país, al ser designado titular de la Unidad de Política y Control Presupuestario (UPCP) de la Secretaría de Hacienda.




    Su madre, Patricia Lozano, era originaria de un poblado rural de Singuilucan, Hidalgo. Su padre, Alfonso Gamboa —quien no estuvo en la reunión donde fue asesinada la familia y aún vive—, residió durante años en una colonia popular de Iztapalapa.




    Nacido en junio de 1980 en la Ciudad de México, Isaac pudo estudiar, mediante un crédito universitario, la licenciatura en Economía en el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM), una de las escuelas más prestigiadas y privilegiadas del país, en la que, en promedio, el costo de la colegiatura durante nueve semestres puede costar entre 600 y 700 mil pesos.




    Al egresar, Gamboa trabajó durante dos años como consultor de negocios para la farmacéutica Bristol-Myers Squibb y, luego, para el despacho financiero Horizon4 Partners.




    A sus 27 años, tomó una decisión laboral que cambiaría el curso de su vida y determinaría el destino de él y su familia. A través de la bolsa de trabajo de la que fuera su universidad, Gamboa se enteró de una vacante llamativa: la Secretaría de Finanzas del Estado de México —que dirigía Luis Videgaray, hombre de confianza del flamante gobernador Enrique Peña Nieto— estaba buscando perfiles para la recién creada Dirección General de Política Fiscal, encabezada por Fernando Galindo Favela.




    Que Videgaray y Galindo buscaran “carne fresca” en el ITAM no era casualidad: ellos mismos habían estudiado en esa universidad, años antes, la misma licenciatura en Economía que Gamboa. Para ellos estaba claro que en esa institución se formaba el tipo de perfil que requerían.




    Isaac Gamboa se presentó a la vacante. Pasó todos los exámenes y entrevistas, y Galindo, que años después llegaría a ser subsecretario de Egresos en la SHCP de Peña Nieto, lo fichó para su equipo en octubre de 2007.




    “Nos llamó la atención su perfil técnico. Sabía de economía, de finanzas y también de minería de datos”, dijo Galindo en una entrevista realizada por los autores en mayo de 2021, cuando aún era diputado federal por el PRI, cargo al que accedió al terminar el sexenio.




    La destreza y confiabilidad del joven Gamboa lo hicieron escalar rápido en el peñismo. Entre 2007 y 2009, ascendió de enlace a jefe de departamento, luego a subdirector y por último a director general en la Secretaría de Finanzas mexiquense.




    Videgaray se convirtió en 2009 en diputado federal por el PRI de la LXI Legislatura, donde presidió la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, en la que se define el destino de cada centavo del gasto público federal. En su travesía legislativa lo siguieron Galindo, que trabajó como secretario técnico de dicha comisión, y el propio Gamboa, quien fungió como asesor, específicamente dedicado al análisis e integración del PEF de cada año.




    En 2012, tras las elecciones presidenciales, Gamboa se integró al equipo de transición de Peña Nieto, precisamente, para participar en la elaboración del PEF del año siguiente. Y nada más arrancar formalmente la nueva administración, dio el salto a la UPCP de la Secretaría de Hacienda, junto a Fernando Galindo en la Subsecretaría de Egresos, y Luis Videgaray como titular de la dependencia federal.




    En apenas cinco años, Gamboa pasó de ser enlace en una institución local a convertirse en uno de los hombres de mayor confianza dentro del selecto grupo de economistas y financieros que acompañaron a Peña Nieto desde el Estado de México a Los Pinos. Y cada paso dado en su corta trayectoria profesional en la función pública lo volvió más experto en lo que significaba calcular, gestionar, asignar y repartir el millonario gasto público de todo el país.




    También pudo conocer los huecos, las vulnerabilidades, las áreas de sombra del manejo del presupuesto. “Sí era un cuate muy bueno en el trabajo que realizaba, muy eficiente, que conocía a fondo el presupuesto. Nos ayudó bastante”, destacó Galindo, añadiendo que su equipo confiaba mucho en Gamboa. “Cuando eres parte de un equipo, lo más importante es, uno, la confianza”, asentó el exsubsecretario.




    Galindo fue jefe directo de Gamboa en Hacienda durante todo el sexenio peñista. Arriba de ambos, en la jerarquía, estaba el secretario Luis Videgaray, que luego, en septiembre de 2016, fue relevado del cargo por José Antonio Meade (y éste, a su vez, por José Antonio González Anaya, un año después).




    En ese vaivén de secretarios de Hacienda, Gamboa permaneció, incólume, al frente de la UPCP, donde cobraba alrededor de 139 mil pesos mensuales netos, 1.6 millones de pesos al año.




    Oficialmente, pues, no era rico —según sus declaraciones patrimoniales, llevaba una vida modesta en un departamento de la colonia Nápoles, en la Ciudad de México—, pero murió siendo dueño de una fortuna oculta.




    La riqueza del exfuncionario peñista era un secreto bien guardado y encubierto por su familia, que también habría participado de los actos de corrupción. Las indagatorias a las que se accedió para este libro dan cuenta de transferencias millonarias de dinero entre Gamboa y uno de sus hermanos; gastos millonarios por parte de su madre mediante una tarjeta de crédito; casi una veintena de inmuebles a nombre de todos los parientes en la Ciudad de México, así como la red de empresas fantasma usada para, presuntamente, lavar casi 5 mil 800 millones de pesos.




    Pero, para las autoridades, aún hay una pregunta por resolver: ¿era todo ese dinero para los Gamboa? ¿Eran ellos los únicos beneficiarios finales? ¿Todo ese dinero era producto de presuntos moches?




    En reuniones sostenidas por los autores en las oficinas de la Secretaría de Hacienda del actual gobierno obradorista, altos funcionarios a cargo de las investigaciones confirmaron que estaban buscando formar tantas conexiones como fuera posible —con más empresas y personas— para determinar si, eventualmente, se establecía un vínculo con Luis Videgaray u otros mandos del peñismo.




    Los investigadores financieros también sospechaban que tal cantidad de dinero hallado en la red fantasma —equivalente al presupuesto asignado en 2022 a Iztapalapa, la alcaldía más poblada de la Ciudad de México— difícilmente provenía de meros sobornos.




    Así, otra misión de las autoridades del actual gobierno era demostrar si esas empresas fueron utilizadas también para lavar dinero de la Operación Safiro o, más aún, si por ellas circularon recursos de otros de los grandes escándalos de corrupción del sexenio, como la Estafa Maestra, las empresas fantasma de Javier Duarte u Odebrecht.




    Esas hipótesis continuaban en investigación al momento de la escritura de este libro.




    Lo que ya es un hecho es que Gamboa dejó de ser el anodino funcionario que operaba desde la discreción de las sombras y se convirtió en lo que podría ser el hilo que conduzca a altos excolaboradores del peñismo.




    Porque, aunque los quisieran silenciar, los muertos aún pueden hablar.




    EL PRECIO DE UNA FIRMA




    “Isaac era la persona más poderosa de este país”, dijo un exsecretario de Hacienda estatal priista que habló a condición de anonimato.




    Para los encargados de las finanzas en los estados, el titular de la Unidad de Política y Control Presupuestario era el servidor público que tenía el mayor de todos los poderes: el del dinero. Ese poder emanaba, literalmente, de sus manos: el instrumento de autoridad de Gamboa era su firma autógrafa.




    “Estaba Peña Nieto, estaba Videgaray, estaba Fernando Galindo, pero el que firmaba y soltaba la lana era Isaac”, prosiguió el exfuncionario priista. “Al final, podrías estar bien con Dios, pero, si no estás bien aquí con los angelitos, pues te va mal.”




    Galindo, jefe directo de Gamboa en el peñismo, aportó otra descripción del trabajo del extitular de la UPCP que lo perfiló como un intransigente cancerbero, expuesto a presiones y jaloneos.




    En la Secretaría de Hacienda, su unidad [la UPCP] tenía la responsabilidad final de cumplir con los parámetros y los techos de gasto que nos aprobaba el Congreso. Tenía la facultad de dar ampliaciones —o no— presupuestales dependiendo de los techos, y eso llevaba un desgaste importante con todas las dependencias del gobierno federal, porque, al final, la Subsecretaría de Egresos, y en particular esa área, es la que termina diciendo que no a muchas peticiones que hacen las dependencias del gobierno federal.




    […]




    Otra de sus responsabilidades era el control del Capítulo 1 000 “Servicios Personales”. Y siempre hay una presión en el gobierno federal, porque desde las entidades federativas siempre quieren contratar más personal. Ésas eran, básicamente, sus funciones: el control de los techos presupuestales y el control del Capítulo 1 000.




    No eran, sin embargo, las únicas —ni las más importantes— atribuciones de Gamboa sobre el millonario presupuesto público de México. El titular de la UPCP tenía entre sus facultades la de administrar una bolsa opaca y discrecional que fue creada en 2016 y creció desproporcionadamente durante el sexenio peñista: el Fondo para el Fortalecimiento Financiero (Fortafin), y su antecedente, el Programa para Contingencias Económicas —que operó de 2014 a 2015—, ambos adscritos al Ramo 23 “Provisiones Salariales y Económicas”, conocido en el campo periodístico como el “Ramo de los moches”.




    El mote era más que oportuno.




    En teoría, de acuerdo con la propia SHCP, mediante el Ramo 23 se daban asignaciones extraordinarias de recursos a las dependencias y los estados para ayudarles, entre otras cosas, en el cumplimiento del balance presupuestario, esto es que pudieran cerrar el año fiscal sin déficit. En los hechos, sin embargo, dicho Ramo le permitió al gobierno peñista gastar mucho más de lo aprobado cada año por el Congreso de la Unión mediante programas de subsidios discrecionales que no cuentan con reglas de operación y que no están regulados en leyes de presupuesto. Como el Fortafin.




    Esa falta de regulación permitió que el gasto pudiera servir para perseguir y financiar intereses políticos o de grupos de poder, y no para asegurar el financiamiento de políticas públicas necesarias y auditables.2 Un informe de México Evalúa señala:




    A través de algunos fondos de este Ramo se transfieren recursos a gobiernos locales, los cuales presentan un riesgo elevado de ser usados para premiar o castigar a dichos gobiernos; es decir, para el control político. [… Se trata] de programas presupuestarios que no cuentan con reglas de operación y exhiben un gasto de tamaño considerable que en su mayoría no fue autorizado en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación del año correspondiente. Su asignación se hace sin contrapesos, y queda a criterio exclusivo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) cuánto se gasta, a quién se le da, por qué, cuánto y cuándo. Los datos sugieren que con frecuencia la objetividad esperada en las asignaciones entra en conflicto en tiempos electorales.3




    Durante el sexenio de Peña Nieto, el Ramo 23 reportó un sobreejercicio millonario sin precedentes: por ejemplo, la diferencia entre el monto aprobado por el Congreso y el exceso realmente ejercido fue del 46% en el primer año de Peña, en 2013, y de hasta un 218% en 2017.4




    Particularmente, el Fortafin tuvo sobreejercicios exorbitantes en periodos electorales: en el ejercicio 2015 se le asignaron mil 012 millones 700 mil pesos en el PEF, pero se terminaron gastando 70 mil 100 millones, 6827% más de lo aprobado; y en el ejercicio 2017, al fondo se le programaron 3 mil 243 millones 600 mil pesos, pero se acabaron ejerciendo 55 mil 116 millones 400 mil pesos, hasta un 1 733% más.5




    Por entidad federativa, el reparto del Ramo 23 desde Hacienda fue radicalmente distinto según el partido que estuviera en el gobierno. Tal vez el caso más representativo es el del Estado de México. En 2012, cuando gobernaba el PAN con el presidente Felipe Calderón, el Ejecutivo federal transfirió a la entidad, entonces en manos del priista Eruviel Ávila, 242 millones de pesos provenientes de subsidios y fondos discrecionales del Ramo 23. Un año después, ya con el PRI en Los Pinos, las transferencias se dispararon a 8 mil 306 millones. Y en 2017, año en el que fue electo el también priista Alfredo del Mazo, las ayudas de dicho Ramo tocaron su techo histórico en la entidad: 8 mil 601 millones.6




    Otro ejemplo es el de Chihuahua. En 2012, el último año del sexenio de Calderón, el Ejecutivo federal transfirió a ese estado, gobernado por el priista César Duarte, subsidios del Ramo 23 por 40 millones de pesos. Un año después, ya en la era peñista, el escenario mejoró y al estado se entregaron 799 millones. En 2016, año electoral, las ayudas a Chihuahua alcanzaron su máximo histórico, pues la entidad recibió mil 573 millones de pesos. Pero en 2017, cuando hubo alternancia y el panista Javier Corral tomó las riendas del gobierno estatal, los subsidios del Ramo 23 desde el peñismo se desplomaron a 70 millones de pesos.7




    Gran parte de los sobreejercicios y asignaciones discrecionales tuvieron que ser autorizados por Isaac Gamboa. En entrevista tras concluir su cargo de gobernador, Corral declaró:




    El titular de la UPCP era, en realidad, jefe de una de las áreas clave de la Subsecretaría de Egresos de la SHCP, porque todos los principales fondos de aportaciones federales a las entidades federativas pasaron por él, pasaron por su unidad, por su cargo. Entonces, la UPCP fue clave en la distribución del Ramo 23, que fue el Ramo de mayor discrecionalidad política en el otorgamiento de recursos a las entidades federativas y los gobiernos, sin reglas de operación, y, por cierto, el Ramo que creció como ninguno a lo largo de la administración tanto de Felipe Calderón como de Peña Nieto. Con Peña Nieto llegó a ser el fondo más importante de recursos de libre disposición que usaban para generar una política de relación no solamente con los gobernadores de los estados, sino con actores políticos, presidentes municipales, diputados, senadores. A través del Ramo 23 no sólo se controlaba a las entidades federativas y a los ejecutivos estatales: también se controlaba al mismo Congreso de la Unión, y obviamente, en esa capacidad de distribuir los recursos, de otorgarlos, de transferirlos, la autorización y el visto bueno del titular de la UPCP es fundamental.




    Al ser el elemento que permitía automáticamente abrir el chorro de recursos del Fortafin, se podría decir que la firma de Isaac Gamboa tenía precio.




    Entre 2015 y 2018, el jefe de la UPCP autorizó la transferencia a los estados de 243 mil 528 millones 957 mil 829 pesos y 16 centavos tanto del Fortafin como del Programa de Contingencias Económicas. El monto equivale prácticamente a todo el presupuesto federal asignado en 2022 al programa de pensión para adultos mayores, el plan social más grande del país; o a siete veces el gasto otorgado al programa de becas para estudiantes de escasos recursos en educación básica; o a 47 veces el gasto dado al programa de fertilizantes que beneficia a productores agrícolas.




    De su puño y letra, Gamboa firmó, uno tras otro, 945 convenios para el Fortalecimiento Financiero con los secretarios de Finanzas estatales para transferirles los recursos.




    Fue precisamente a partir de uno de esos convenios autorizados por el titular de la UPCP que el gobierno de César Duarte —hoy preso en Estados Unidos por peculado y asociación delictuosa—, en acuerdo con la Secretaría de Hacienda, desvió 246 millones de pesos al PRI en 2016 mediante la Operación Safiro, según la acusación de la Fiscalía de Chihuahua.




    Las fiscalías de Durango y Coahuila también iniciaron investigaciones por el mal ejercicio de recursos del Fortafin durante los gobiernos priistas, pero no se conoce el monto del patrimonio afectado.




    Existen indicios importantes de que la Operación Safiro se replicó en otros estados cuando menos desde 2013, de acuerdo con declaraciones de exfuncionarios de César Duarte que participaron de los delitos y se acogieron al criterio de oportunidad para cooperar con la fiscalía estatal, como se detallará en el capítulo 4.




    Ejemplo de ello está en la declaración ministerial de Ricardo Yáñez Herrera, extitular de la Secretaría de Educación de Chihuahua, dependencia que en 2016 simuló contrataciones con empresas fachada designadas, presuntamente, desde el CEN del PRI que dirigía Manlio Fabio Beltrones.




    Ya estando detenido en [el penal de] Aquiles Serdán, en una plática que sostuve con Antonio Enrique Tarín García [otro exfuncionario de Duarte implicado en los desvíos], me comentó que, previo a su detención, estuvo en una reunión donde estaba uno de los abogados que trabaja con Ricardo Sánchez Reyes Retana, abogado de César Horacio Duarte Jáquez, y uno de los representantes de las empresas con las que se operó el desvío de los 250 millones de pesos; [Tarín me dijo] que ahí se mencionó que uno solo de los representantes de las empresas era el representante de 12 empresas más que operan en toda la República; me dijo también que en esa reunión se mencionó que esas mismas empresas de un solo golpe habían sacado 850 millones de pesos de un total de mil 200 millones de pesos que [utilizaron] para los mismo fines, es decir, para apoyos de las campañas del PRI nacional.




    UN HOMBRE CAUTELOSO




    “Cuando yo lo conocí. Isaac era muy chavo, era treintañero. Y nos caímos bien. A mí me interesaba tener una buena relación con él, porque iba a ser una persona clave en la nueva administración que empezaba”, dijo un exsecretario de Finanzas estatal que accedió a dar declaraciones para este libro siempre y cuando se mantuviera en reserva su identidad.




    El declarante acudió junto con su jefe, un gobernador emanado del PRI, a la sede de la Secretaría de Hacienda, en Palacio Nacional, el 12 de diciembre de 2012, a los pocos días del inicio oficial del gobierno peñista. Los recibió personalmente el flamante titular de la SHCP, Luis Videgaray.




    Aunque la reunión era más para cumplir con la ceremonia del “besamanos” a la que estaban habituados los priistas, el mandatario estatal aprovechó para decirle a Videgaray que su entidad tenía problemas financieros para el cierre del año fiscal. Lo usual.




    Videgaray sacó una servilleta para tomar nota. Escribió la fecha en una esquina con su pluma fuente. Al hacerlo, cayó en la cuenta de que se había formado una cifra espejo: 12-12-12.




    El secretario federal de Hacienda esbozó una sonrisa y, según el testigo, dijo en tono premonitorio, como pensando en voz alta:




    —Qué curioso. Esto no se va a repetir.




    Videgaray pareció ensimismarse unos instantes en algún pensamiento, quizá en el avasallante paso del tiempo, en la peculiaridad de los instantes, en lo irrecuperable, en lo que se va y nunca regresa.




    Cuando Videgaray volvió en sí, el gobernador priista y su secretario de Finanzas le plantearon que su entidad necesitaba 5 mil millones de pesos para el cierre del año y le expusieron sucintamente algunos proyectos de financiamiento. Videgaray les dijo que, en lo inmediato, la SHCP sólo podría apoyarlos con unos 600 millones de pesos, y se comprometió a que la Subsecretaría de Egresos, encabezada por Fernando Galindo, revisaría el asunto y se comunicaría con ellos.




    A las dos semanas, el 26 de diciembre, recuerda el exfuncionario estatal, lo contactó Isaac Gamboa, que se presentó como titular de la Unidad de Política y Control Presupuestario de Hacienda.




    “Me urge que vengas para que firmemos los convenios de esos recursos”, le dijo Gamboa por teléfono.




    El gobierno peñista suscribió así sus primeros convenios del Ramo 23 con los estados. La fuente entrevistada aseguró que en ese primer acercamiento con la Federación no hubo ninguna mención o insinuación sobre negociaciones de desvíos de recursos públicos. Esas pláticas vendrían poco después, y en ellas participarían dirigentes del PRI nacional, legisladores, gobernadores y el mismo Gamboa.




    Aunque joven, el extitular de la UPCP ha sido descrito por quienes lo trataron como un funcionario diligente y cauteloso. “Isaac era un chavo jovial, dispuesto, con buena actitud siempre, y que, en circunstancias difíciles, como en la Operación Safiro, era cuidadoso, la verdad. Él sabía que eran temas ‘normales’. Cuando se hacían estos temas, él no decía nada. Siempre me dio la impresión de que era muy disciplinado en ese sentido”, comentó un exfuncionario priista que confesó haber participado en algunos desvíos y colaboró como testigo de la fiscalía de su estado.




    La descripción de Gamboa como un personaje reservado coincide con su imagen pública: en las pocas fotos que se conocen de él, se lo ve con el gesto serio. Casi no sonreía. Tampoco solía tener apariciones en medios y no utilizaba redes sociales.




    Cuando comenzó a trabajar para el gobierno de Peña Nieto, Gamboa tenía 32 años. Pese a su corta edad, se condujo con cierta destreza en el arte de los desvíos. Algo había aprendido, según el testigo que colaboró en la Operación Safiro.




    La oficina de Gamboa estaba en la sede de la Subsecretaría de Egresos, en la avenida Constituyentes 1001, Ciudad de México. Los secretarios de Hacienda y Finanzas estatales solían ser convocados en la sala de juntas de la UPCP para la firma de convenios del Fortafin, en reuniones en las que participaba una decena de funcionarios tanto de los estados como colaboradores de Gamboa.




    En esos encuentros se daba cumplimiento a las instrucciones giradas por superiores jerárquicos del PRI y de la Secretaría de Hacienda para desviar fondos, según declaraciones recogidas por los autores durante la investigación. Aunque se trataba de reuniones en cierto modo numerosas, y por lo tanto expuestas al riesgo de las filtraciones, los participantes confiaban en la discreción del resto, en el pacto tácito en nombre del partido, en el espíritu de cuerpo del priismo.




    No obstante, cuando Gamboa quería abordar asuntos importantes de su agenda personal, solía convocar a reuniones, no en la sala de juntas de la UPCP, sino en su despacho personal. Allí, el funcionario de Hacienda dejaba ver su desconfianza y sus temores, pero también sus aprendizajes como operador financiero del gobierno en turno. “En alguna ocasión yo lo fui a ver para tratar justamente esto de los recursos. Siempre me atendía en la sala de juntas, pero esa vez yo pasé a su oficina privada, y me llamó la atención que, de inmediato, le subió a todo lo que daba el volumen de la música en un aparato que tenía ahí, para evitar las grabaciones o para que no lo espiaran. Era cuidadoso”, comentó el testigo que colaboró en la investigación del caso Safiro.




    NEGOCIO DE HERMANOS




    Los desvíos durante el peñismo no involucraron exclusivamente a altos funcionarios de Hacienda y del CEN del PRI. Según testimonios de exsecretarios estatales y exlegisladores, el peculado también tocó a dos Legislaturas de la Cámara de Diputados.




    Las declaraciones aportan detalles de una presunta operación desde el grupo parlamentario del PRI encabezado por Manlio Fabio Beltrones en la LXII Legislatura (2012-2015), y una supuesta acción concertada entre el titular de la UPCP y su hermano Edgar David Gamboa para el cobro de sobornos durante la LXIII Legislatura (2015-2018). La historia del peculado desde San Lázaro en la primera mitad del sexenio peñista se narra en el capítulo 4.




    Para reconstruir el presunto papel de Isaac Gamboa como operador de moches, los autores entrevistaron a un personaje clave en el manejo del gasto público desde el Poder Legislativo. Se trata de un exdiputado federal no priista que formó parte de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de San Lázaro entre 2015 y 2018, y que también fue integrante del mismo órgano legislativo entre 2009 y 2012, donde coincidió con Videgaray, Galindo y Gamboa. Los conoció de cerca, los vio trabajar, observó sus prácticas.




    El entrevistado solicitó reservar su identidad por temor a represalias:




    Los etiquetados de recursos existen desde Felipe Calderón, donde se atendían las prioridades de gobernadores, de diputados, de partidos y presidentes municipales. Con Calderón era, sin duda, menos corrupto, es decir, los etiquetados estaban más relacionados efectivamente con necesidades de estados y municipios, para fines más legítimos, aunque desde entonces ya iba evolucionando a temas más personales [de los operadores de los recursos].




    En la época del peñismo, recordó el exdiputado federal, desde la SHCP se impuso a los estados y municipios el requisito de que las solicitudes de recursos del Ramo 23 se justificaran mediante fichas técnicas: estudios sociales, técnicos, legales, ambientales y de mercado, así como análisis de costo-beneficio, costo-eficiencia y de riesgo.




    En dichos formatos se tenía que detallar, entre otras cosas, a qué programas o proyectos de inversión en infraestructura (llamados PPI) se destinarían los fondos solicitados, cuál era el monto de la inversión, cuáles eran los riesgos asociados al proyecto, cuál sería su tasa de rentabilidad inmediata y la tasa de retorno, cuál sería el calendario para su ejecución y operación, cuál su vida útil, y cómo el proyecto contribuiría a los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo.




    El exdiputado afirmó que fue testigo de cómo Isaac Gamboa y su hermano Edgar David, que era dos años menor, hicieron negocios agilizando esos documentos técnicos o fungiendo de intermediarios con consultoras dedicadas a la elaboración de los estudios.




    —Gamboa tenía el poder de firmar cada convenio, pero además empezó a haber una serie de requisitos en proyectos muy grandes, fichas técnicas, análisis costo-beneficio, según esto, para que los proyectos fueran viables. Entonces ahí había un espacio de control. Había muchas personas que se dedicaban a gestionar eso; algunas me daban la impresión de que eran más o menos legítimas, es decir, sí hacían los costos-beneficios y conocían a los analistas [de la SHCP], y como que ahí daban una propina y salía la asignación. Pero también el propio Gamboa tenía sus, digamos, empresas con el hermano. Gamboa decía: “Velo con mi hermano”, y el hermano lo armaba [la gestión de las fichas]. O sea, Gamboa te decía: “Esto se arregla así, con esto, con esto”, entonces le daban dinero al hermano. Mucho del poder estaba ahí, en la última palabra, porque, si ya estaba el presupuesto, pero no estaba aprobada la ficha técnica, si la ficha no pasaba, pues había ahí un momento de poder importante.




    —Esto de que Gamboa ponía a su hermano ¿usted cómo lo sabe?




    —Yo lo sé porque yo lo vi. Cuando volví a ser diputado federal [en 2015], pedimos dinero para los municipios, y a la hora de las fichas técnicas, los recursos no bajaban. Entonces a mí me dijeron: “Es que tienes que ir con tal consultoría”, no recuerdo el nombre, y fui, y llegó el hermano de Gamboa. Nosotros no nos metimos a eso, no le pagamos nada a nadie: yo fui con el secretario de Hacienda, hice llamadas, le dije: “Oye, no me está bajando mi recurso”, y finalmente lo entregaron, el dinero que pidió el partido llegó. Sólo no llegó en los casos donde el municipio no lo solicitó, o donde no hicieron bien la solicitud, o donde el proyecto no tenía ninguna viabilidad, por ejemplo, alguna obra en un lugar donde no se tenía la propiedad, cosas por el estilo.




    —Entonces el hermano “asesoraba”.




    —Sí, te ayudaba. Te digo, había empresas que te asesoraban, digamos, “legítimamente”, que te ayudaban, porque, efectivamente, muchos municipios no tienen capacidad técnica, incluso los grandes; entonces había quien lo hacía bien o te ayudaba, pero, cuando se atoraba, salía Gamboa. Incluso —agregó el testigo— había constructoras que ya estaban arregladas con los consultores, sobre “voy a hacer este proyecto”, y la misma constructora te resolvía el tema de la ficha técnica.




    En la época en que ocurrieron los presuntos cobros de moches, el hermano de Isaac Gamboa, Edgar David, trabajaba como asesor de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) y, luego, como director general adjunto de la Secretaría de Gobernación. Se trataba de puestos modestos en la administración pública.




    Información recabada por la Procuraduría Fiscal de la Federación muestra que ambos hermanos se hicieron entre sí depósitos en cheques por 6.5 millones de pesos entre 2014 y 2016, siendo funcionarios del gobierno de Peña Nieto.8




    Una de las empresas asesoras presuntamente “colocadas” por los hermanos Gamboa fue Waltem, según reveló un exsecretario de Hacienda federal.




    El extitular de la SHCP consultado aseguró que los contratos que tuvo dicha compañía con gobiernos locales se asignaron porque desde el área que dirigía Isaac Gamboa se imponía esa condición a los estados para asignarles los recursos del Ramo 23.




    Un dato que refuerza la declaración del exsecretario federal de Hacienda respecto del nexo de Gamboa con Waltem es que el entonces titular de la UPCP le vendió al representante legal y administrador único de la consultora, Carlos Sergio Peláez de la Huerta, un departamento ubicado en Río Guadalquivir 65, alcaldía Cuauhtémoc, a dos calles del Ángel de la Independencia y Paseo de la Reforma, con valor de 5 millones de pesos, el 16 de agosto de 2016, según información del Registro Público de la Propiedad y de Comercio de la Ciudad de México confirmada por los autores.




    Waltem, empresa constituida el 11 de diciembre de 2013, afirma dedicarse a la elaboración de “análisis costo-beneficio que cumplen con los requerimientos de evaluación socioeconómica de autoridades federales para el registro y autorización de programas y proyectos de inversión pública. Ofrecemos una consultoría integral a dependencias federales, estatales y municipales en el proceso de planeación de sus proyectos para analizar la viabilidad de aquellos susceptibles de generar un beneficio social positivo”. Es decir, según su giro comercial, su vocación era hacer precisamente el papeleo que solicitaba la UPCP.




    En efecto, parte de los contratos suscritos entre Waltem y gobiernos estatales entre 2015 y 2018 fueron por el servicio de asesorías y elaboración de fichas técnicas para la obtención de recursos federales. Dichos contratos se firmaron con Oaxaca, Tlaxcala, Chihuahua y Zacatecas por un monto de 30.4 millones de pesos.




    Pero Waltem no sólo tenía el giro de asesorar: también hacía de constructora y proveedora de equipo e insumos médicos, y en el mismo periodo obtuvo contratos para la ejecución de proyectos de infraestructura en los estados con recursos del Ramo 23 que la misma empresa ayudaba a conseguir.




    En su sitio web, Waltem presume los proyectos de infraestructura de los que fue responsable, en su mayoría relacionados con la construcción y rehabilitación de centros de salud en municipios de Guerrero y Zacatecas durante los gobiernos de Héctor Astudillo y Alejandro Tello, ambos del PRI. La consultora/constructora también destaca la modernización de una avenida en Tlaxcala y la remodelación de unidades deportivas en municipios de Chiapas en las gestiones de Mariano González Zarur (PRI) y Manuel Velasco (PVEM), respectivamente.




    Para esta investigación se pudo establecer que las obras de infraestructura reconocidas por Waltem fueron financiadas con recursos federales del Ramo 23, y por ellas se pagaron, cuando menos, 277.2 millones de pesos, de acuerdo con reportes oficiales de ejercicio de gasto federalizado e informes de la Auditoría Superior de la Federación (ASF).




    De hecho, el órgano fiscalizador señaló irregularidades en algunos proyectos ejecutados por la empresa. Por ejemplo, en la sustitución de un centro de salud en el municipio de Mazapil, Zacatecas, la ASF detectó un daño al erario por 3.3 millones de pesos por retrasos en la entrega de la obra. Los proyectos de sustitución de otros dos centros de salud en los municipios de Joaquín Amaro y Sombrerete también fueron observados por la Auditoría.9




    La buena suerte de Waltem no se acabó cuando concluyó el sexenio peñista y dejaron sus cargos los amigos en el gobierno que hicieron prosperar a la empresa. Ya en la era obradorista, entre 2019 y 2020, la compañía obtuvo 39 contratos con el ISSSTE para el suministro de equipo médico por 99.5 millones de pesos, y otros nueve contratos por el mismo concepto con los gobiernos estatales de Baja California Sur y Coahuila por 7.9 millones de pesos. Los autores intentaron establecer contacto con Waltem a través de ocho direcciones de correo electrónico registradas por representantes de la empresa en padrones de proveedores gubernamentales, pero los mensajes en los que se expusieron los señalamientos y los hallazgos confirmados en esta investigación no fueron atendidos.




    ISAAC, EL AMOROSO




    El miércoles 22 de octubre de 2014, un ilusionado Isaac Gamboa, que ya tenía 34 años, mandó un correo electrónico al entonces secretario de Hacienda de Chihuahua, Jaime Herrera.




    En el mensaje, enviado desde su cuenta personal de Hotmail, el titular de la UPCP pedía al funcionario de César Duarte un favor muy especial, pues planeaba pedirle matrimonio en ese estado norteño a su novia, Bethzabee.




    Gamboa quería que le prestaran exclusivamente el teleférico de las Barrancas del Cobre para, a la mitad del trayecto, suspendidos en el aire, sobre ese escenario montañoso tallado por el tiempo geológico, el tiempo más parecido a lo eterno, él pudiera arrodillarse y entregarle el anillo de compromiso a su pareja.




    El favor que solicitaba no era fácil de cumplir, pues las Barrancas del Cobre son un sitio turístico demasiado concurrido y el teleférico es una de las atracciones más populares. Pero Herrera estaba dispuesto a congraciarse con uno de los funcionarios más importante del país, al que ya había tratado reiteradamente durante casi dos años y a quien ya consideraba un amigo. Para entonces, ambos ya habían efectuado al menos un desvío de 200 millones de pesos desde la Cámara de Diputados mediante un esquema denominado “Fondo Manlio”, que fue el antecedente de la Operación Safiro, como se detallará en el capítulo 6.




    Quizá eso los acercó. Quizá Gamboa sentía una conexión con Chihuahua y por eso eligió ese estado como escenario de su hazaña.




    El titular de la UPCP le expresó a Herrera que, para el acto de pedida de mano de su novia, deseaba llegar a las Barrancas del Cobre a bordo del famoso tren del Chepe y hospedarse en un hotel cerca del lugar.




    —Isaac, por favor, cuenta con todo lo que necesites —le respondió por correo el secretario de Hacienda duartista.




    Para comprar los boletos del tren y hacer la reservación del hotel, uno de los más lujosos, uno que llenaría de flores la habitación de los novios, Herrera le pidió a Gamboa los datos de su acompañante.




    —¿Cómo le ponemos? ¿Bethzabee de Gamboa? —preguntó, lisonjero, el funcionario de Chihuahua.




    —Ja, ja, ja, ja, ja. Lo “de Gamboa” será el próximo año —aclaró Isaac, y, dictando el nombre de su novia aún soltera, precisó—: Déjalo hoy como Bethzabee Brito. ¡Ya te invitaré a la fiesta!




    El secretario Herrera puso de inmediato manos a la obra para cumplir los deseos de su amigo. Fue directamente con el gobernador César Duarte y le planteó el favor que solicitaba el titular de la UPCP de Hacienda.




    El mandatario estatal no conocía a Gamboa, y, frunciendo el ceño, preguntó por qué había que atender sus peticiones.




    Herrera le explicó que se trataba de una persona muy poderosa en el gobierno peñista y que tenía un papel clave en el manejo de los recursos federales.




    —¡Ahhh! —dijo Duarte con los ojos brillantes—. ¡No, pues, lo que necesite ese cabrón!




    El gobernador instruyó a su secretario de Turismo, Francisco Salcido Lozoya, hacer las diligencias necesarias para que Gamboa tuviera una experiencia inigualable. Así se hizo.




    Al término de su viaje en Chihuahua, absolutamente satisfecho y feliz, el jefe de la UPCP, ya comprometido, quiso pasar a la oficina del secretario Herrera para expresarle su gratitud por el favor. Allí Herrera conoció a Bethzabee, que tenía la misma edad que Isaac y vestía ya el anillo de compromiso. La segunda vez que Herrera la vería sería el 9 de mayo de 2015, el día de su boda, realizada en un jardín del Centro de la Ciudad de México.




    Además del secretario de Hacienda de César Duarte, asistió una decena de homólogos suyos de otros estados, entre ellos el de Jorge Herrera Caldera (Durango, PRI), el de Francisco Olvera (Hidalgo, PRI
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